Boletín N° 606-13
NUEVO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL recaído en el proyecto de ley que crea un Fondo para la Capacitación y Formación Sindical.
Honorable Senado:
En  conformidad  con  el
acuerdo adoptado por los Comités de la Corporación, ratificado por la Sala el día 12 de noviembre en curso, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros un nuevo informe sobre el proyecto de la referencia, que cumple su segundo trámite constitucional, con calificación de "simple urgencia".
A las sesiones en que la
Comisión se abocó al estudio de este informe, concurrieron especialmente invitados el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, don Rene Cortázar Sanz, y el señor Subsecretario del Trabajo, don Eduardo Loyola Osorio.
                                El propósito tenido en vista por los Comités al acordar la evacuación de un nuevo informe por esta Comisión fue explorar la posibilidad de alcanzar consensos más amplios respecto de esta iniciativa.

Teniendo en cuenta esa finalidad, el H. Senador señor Thayer efectuó algunas
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sugerencias, haciendo presente que, en su mayoría, incidían en materias de iniciativa exclusiva de S.E. el Presidente de la República.
consistieron,
Ellas básicamente, en las siguientes:
a)  Reemplazar la intervención
que el proyecto le otorga al Servicio Nacional de Capacitación y Empleo por la de la Dirección del Trabajo, mediante su Departamento de Organizaciones Sindicales;
b) Permitir que postulen a la
obtención de financiamiento del Fondo -además de las organizaciones sindicales legalmente constituidas-, las universidades, institutos, centros de formación y corporaciones que acrediten idoneidad y experiencia en la enseñanza de asuntos laborales y económicos. Pero, si el postulante no fuere una organización sindical, debe acreditar el patrocinio de por lo menos dos organizaciones sindicales de primer grado o de una de grado superior, que representen a lo menos cien afiliados en total;
c) Precisar los antecedentes
de la postulación, señalando, en vez de la descripción de la actividad a cuyo financiamiento se postula, el programa de educación o formación sindical que se propone, e individualizando, en lugar de la persona natural o jurídica que impartirá la actividad de que se trate, los profesores o entidades que tendrán a su cargo las distintas materias o actividades prácticas de formación;
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d)  Asignar  expresamente  la
calidad de técnicos a los integrantes del Consejo Resolutivo, disponiendo que serán designados por decreto supremo, y que los cargos que vaquen serán llenados de igual manera que aquél que reemplacen;
e) Cambiar la composición del
Consejo Resolutivo, en términos de consultar dos profesores de derecho del trabajo propuestos por los decanos de las Facultades de Derecho de las universidades que incluyan esa asignatura por lo menos desde 1982; dos profesores de economía propuestos por los decanos de las Facultades de Ciencias Económicas de las universidades que incluyan esa asignatura por lo menos desde 1982, y dos dirigentes sindicales o ex dirigentes sindicales, con diez años de experiencia como tal, propuestos por organizaciones sindicales que representen a lo menos cinco mil afiliados. El Consejo elegirá de entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente, que subrogará al primero en caso de ausencia o impedimento, y actuará de secretario, con carácter de ministro de fe, el Director del Departamento de Organizaciones Sindicales;
f) Eliminar las normas sobre
rendición de cuenta y control, disponiendo en su reemplazo que la inversión y administración de los recursos del Fondo sólo estará sujeta a la fiscalización de la Contraloría General de la República.
Los  HH.  Senadores  señores
Calderón, Hormazábal y Palza, por su parte, hicieron llegar proposiciones destinadas a enfatizar los elementos regionales que debería contener esta iniciativa.
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                          En lo  medular, ellas  conside- raban las ideas siguientes:
a) Incorporar la idea de que
el 50% de los recursos que asigne la Ley de Presupuestos anualmente, deberán ser distribuidos en las regiones y en proporción al porcentaje de trabajadores sindicados que cada una de ellas tenga.
Expuso  el  H.  Senador  señor
Calderón que, de esta forma, a titulo ejemplar, sobre la base de los $240 millones consultados en el proyecto, la distribución regionalizada en un 50% arrojaría el siguiente resultado, de acuerdo a las cifras de que disponía:
	Región

	Población Sindicada

	

	I

	22.396

	3,19%


	II

	32.139

	4.58%


	III

	16.137

	2.30%


	IV

	18.668

	2.66%


	V

	71.513

	10.20%


	VI

	29.461

	4.20%


	VII

	24.319

	3.47%


	VIII

	72.494

	10.34%


	IX

	14.254

	2.03%


	X

	37.564

	5.36%


	XI

	2.900

	0.41%


	XII

	7.368

	1.05%


	R.M.

	352.142

	50.21%


	Subtotal

	
	



Distribución Regional del Fondo con un 50% Regionalizado
3.831.897
5.498.899
2.760.998
3.194.046
12.235.687
5.040.700
4.160.917
12.403.533
2.438.822
6.427.102
496.182
1.260.645
60.250.572
120.000.000
100.00%
240.000.000
Fondo Nacional Total     701.355
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b) Crear, además del Consejo
Resolutivo, Consejos Resolutivos Regionales, que desarrollarían sus mismas funciones en cada Región, y estarían compuestos por tres miembros: un representante de las organizaciones sindicales de la región, elegido por ellas mediante un voto ponderado que tenga relación con el número de trabajadores afiliados que represente; un profesional especialista en el área de relaciones laborales, designado por las organizaciones sindicales a través del mismo procedimiento, y un representante de las instituciones de educación superior con asiento en la respectiva región. Los integrantes de los Consejos Resolutivos Regionales elegirán entre sus miembros un Presidente, y en cada uno de ellos actuará como Secretario Ejecutivo un funcionario designado por el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo;
c)  Añadir  al  criterio  de
adecuada distribución regional de los recursos, a que deben atender los Consejos Resolutivos, la adecuada distribución provincial de los mismos, a fin de procurar el financiamiento de actividades en todas las regiones y provincias del país.
En  relación  con  las  ideas
planteadas por los referidos HH. señores Senadores, el H. Senador señor Palza hizo saber su ánimo de contribuir a la obtención de un acuerdo que permita proponer a la Sala un texto que facilite el consenso y pueda ser despachado con la celeridad que esperan los trabajadores. Estimó que el estudio por la Comisión debe ser compatible con la prontitud de su pronunciamiento, a fin de que la Sala quede en condiciones de resolver sobre esta iniciativa.
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El señor Ministro del Trabajo
y Previsión Social hizo dos alcances generales, relativos a los criterios que están detrás de la gestación del proyecto y que, en su parecer, es importante tener en cuenta durante la discusión, porque llevan a una serie de conclusiones acerca del contenido que en definitiva se quiera dar a la iniciativa.
Un primer criterio es poner un
fuerte énfasis en el principio de autonomía social, vale decir, en que sean las mismas organizaciones sociales -en este caso sindicales- las que tengan un grado muy alto de decisión en aquellos aspectos que les son importantes, en particular en este tema, que es el de la orientación de su formación.
En   ese   sentido,   no   es
casualidad que, en la composición del Consejo Resolutivo, no se consulte la presencia de funcionarios del Estado. La concepción de fondo es que el papel protagónico lo cumpla la organización social, no el Estado. Igual cosa ocurre respecto de quienes presentan los proyectos de capacitación. Se deja la iniciativa a la organización social.
El segundo criterio es que los
recursos vayan todos hacia quienes demandan los servicios. Por eso quien presenta el proyecto, quien se relaciona con la institución de formación, es la organización sindical. Algunas de las sugerencias que se han planteado mantienen los dos componentes contemplados en la proposición del Ejecutivo: organizaciones sindicales e instituciones de capacitación. La pregunta es quién será el sujeto que demandará el servicio: la institución de capacitación,

7

que diseña el contenido y luego se los ofrece a los usuarios, o las organizaciones sociales, que irán a las instituciones de capacitación para pedir cursos con los contenidos que quieran darle.
El Ejecutivo estima que los
orígenes del contenido de la capacitación debe estar en las organizaciones sindicales. Ello, por el principio de autonomía social antes mencionado, y porque le parece que el acento debe ponerse en mecanismos que hagan que los usuarios, quienes requieren los servicios, tengan el poder de definir sus contenidos, de escoger el tipo de servicio que quieren recibir, como se está haciendo en otras áreas, en educación o en vivienda, por ejemplo, lo cual genera una disciplina sobre los oferentes. En este caso, las instituciones de capacitación deberán diseñar los cursos orientados hacia quienes les demanden los servicios, que serán las organizaciones sindicales.
Un  tercer  elemento  entra  a
jugar en el caso particular de las organizaciones sindicales, cual es el hecho de que la formación sindical es un tema sensible, porque en ellas hay una cierta visión de la sociedad. Por eso es muy importante ser aún más cuidadoso en el grado de autonomía que ellas tengan, en términos de que la definición de los contenidos quede entregada a las organizaciones sindicales.
Dentro de esa perspectiva del
proyecto, es importante establecer un Consejo Resolutivo que determine el destino de los recursos, sobre la base de un conjunto de orientaciones, y al mismo tiempo tenga una composición que garantice que no sólo será la organización sindical la que tenga el

8

papel protagónico sino que habrá una situación de equilibrio e imparcialidad entre todas aquellas que postulen.
La  estructura  del  Consejo
Resolutivo que plantea el proyecto asegura esa imparcialidad, ya que consulta la presencia de personas relacionadas con el tema, no ajenas a él, que en algunos casos serán dirigentes sindicales, en otros expertos en el área laboral, pero en todo caso con esa clara especialización, y que, en su conjunto, al producir un equilibrio en su composición, lo impulsará a utilizar mecanismos objetivos de selección. De esa forma, se da plenas garantías de ecuanimidad en cuanto a la forma de selección de los potenciales beneficiarios.
Le   pareció   especialmente
importante que este proyecto en particular, dentro de lo posible y respetando plenamente la autonomía del Parlamento para ejercer sus tareas legislativas, pudiera resultar lo más concordado posible con las organizaciones sindicales de grado superior, porque ello le dará un grado de eficacia muy superior. El contenido del proyecto aprobado por la H. Cámara de Diputados ha sido concordado, asegurando plenas garantías de ecuanimidad, con la única central sindical que hasta el momento ha sido legalizada en este país, cual es la Central Unitaria de Trabajadores, y eso es un capital importante desde el punto de vista de la eficacia del proyecto.
En   consideración   a   los
planteamientos reseñados, consideró que la propuesta de que no sean solamente las organizaciones sindicales las que presenten los proyectos, sino que puedan hacerlo
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autónomamente centros de enseñanza con un aval de organizaciones sindicales que representen cien trabajadores o más, y de esa forma recibir directamente los recursos, cambiarla uno de los aspectos que le parece central del proyecto. Ese no es otro que sean las organizaciones sindicales, y sólo ellas, quienes pueden presentar proyectos.
La    percepción    de    las
organizaciones sindicales de grado superior con las que el Ministerio ha tenido contacto es que esa posibilidad genera un grado de interferencia externa desaconsejable, ya que se crea la impresión que, desde fuera, se puede influir sobre los contenidos que se les entregan a las organizaciones sindicales. La autonomía social, en este caso, exigiría que siempre la iniciativa la tengan ellas. De otra forma cambiaría el modo de relación que tendrán con la entidad de capacitación, en el sentido de que, en vez de determinar el curso que quieren que ésta les diseñe, simplemente verían el que les ofrece.
El  H.  Senador  señor  Pérez
estimó que este proyecto, a juzgar por los antecedentes que ha recibido de miembros de la Central Unitaria de Trabajadores, ha sido hecho pensando en esta central sindical, de manera que no comparte los planteamientos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social en cuanto a que en él se recojan los principios que ha enunciado. Quiere, en cambio, ver la posibilidad de aprobar una iniciativa que no favorezca solamente a esa central sindical y a las organizaciones a ella afiliadas, que, por lo demás, tienen una visión particular de la sociedad, sino que regule un sistema que favorezca a todos los trabajadores, especialmente los que no están sindicados, en la línea de las
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propuestas del H. Senador señor Thayer, a las que mira con una disposición favorable.
El señor Ministro discrepó de
la aseveración del H. Senador señor Pérez, en cuanto a que no estaría garantizada la suficiente imparcialidad del Consejo Resolutivo, ya que, por su composición, no puede decirse que le da una mayoría estable a alguna organización, sino que, por el contrario, tendrá que seguir un procedimiento objetivo de asignación de recursos. Si fuera un Consejo sesgado, parcial, el Gobierno no habría estado dispuesto a patrocinarlo, y lo que ha estado haciendo en materia de política laboral respalda la efectividad del aserto de que se busca establecer un organismo imparcial.
El mencionado H. Senador señor
Pérez repuso que manifestaba su reconocimiento al hecho de que el Gobierno ha tratado de proyectar una legislación laboral ecuánime, compatibilizando los legítimos intereses de los trabajadores con la mantención de la estructura básica de una economía social de mercado, y por eso su partido ha apoyado la legislación recientemente dictada. Pero, observó, en este proyecto se da una situación diferente, como expresó al desarrollar los argumentos que constan en el informe anterior de la Comisión.
El  H.  Senador  señor  Thayer
opinó que, más importante incluso que la estructura del Consejo Resolutivo, son las materias que se van a someter a su decisión.
Parte de la base que un Fondo
de Capacitación  y Formación  Sindical, que se oonstituye con  un  aporte   del  Estado, esto  es,  de   todos  los
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contribuyentes, no deja al organismo sindical en la misma libertad en que se encuentra en relación con los fondos de su patrimonio. Aquí el Estado va a aportar fondos públicos, y como son recursos relativamente pequeños, debe suponerse que los que acceden a ellos son los organismos que presentan los mejores títulos.
Ahora bien -argumentó-, como
la finalidad a que necesariamente están destinados es la capacitación y formación sindical, los proyectos deben representar la mejor destinación de esos recursos. Los organismos sindicales, evidentemente, tienen que participar activamente en cuanto a valorar si un programa de capacitación sirve o no sirve a los fines de la organización, pero de suyo no son doctos en educación sindical. Existen entidades especializadas que son idóneas, entre otras cosas, para dar capacitación sindical.
La  línea  de  solución  que
divisa, en el ánimo de que este Fondo produzca buenos resultados, es que las organizaciones sindicales sean libérrimas para presentar a un jurado técnico los proyectos que estimen del caso para su capacitación, sin necesidad de ningún aval externo a ella, y sin más título que la calidad del proyecto que presentan y, en cambio, que cualquier otra entidad, por muy capacitada que sea, no tenga la aptitud jurídica suficiente para requerir aportes del Fondo si no va avalada, por lo menos, por organizaciones sindicales de ciertas características.
Continuó   razonando   el   H.
Senador señor Thayer que, por experiencia, sabe que la capacitación sindical se da por grupos, por cursos, en que se da una cierta relación entre profesor y alumnos,
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que se desarrolla en un cierto tiempo, y los temarios son comprensibles y conocidos. De allí que le parezca conveniente establecer, en este caso, el requisito de que haya un eventual alumnado de raigambre sindical que está interesado en recibir la capacitación.
Sostuvo que, si se trata de
dar capacitación sindical, y existe conciencia que la representatividad sindical no es muy amplia en Chile, hay que extender esa capacitación, hay que abrir opciones, y dar legítimo derecho a ofrecerla a entidades que estén constituidas legalmente, en vez de reducir las posibilidades.
El H. Senador señor Hormazábal
estimó que ha quedado claramente expresado el ámbito de las discrepancias. Hay una diferencia de enfoque que, en su opinión, no afecta a la esencia, porque los dos planteamientos recogen ideas similares, si bien con modalidades distintas. Cree que la posición del Ejecutivo es la más adecuada, porque sabe de casos de centros de formación técnica que imparten cursos como una forma de superar otras situaciones distintas del afán educacional. Le asalta el temor de que pueda usarse el Fondo, que es tan importante y valioso, como un mecanismo de mantención de un determinado organismo, bastando obtener el apoyo de dos organizaciones sindicales.
Por eso -afirmó-, le parece más
importante el órgano resolutivo, que va a calificar el mérito del proyecto que se le proponga. En ese sentido, consideró interesante la idea del H. Senador señor Thayer de exigir la individualización de los profesores, que apunta a determinar quién, en definitiva, impartirá el curso, lo que le parece un
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buen aporte, que preserva la seriedad en el uso de los recursos.
Tampoco  advirtió  obstáculos
respecto de la sugerencia de que sean personas técnicas los integrantes del Consejo Resolutivo, pero entendiendo ese concepto en su acepción amplia, no referido a la posesión de un título determinado, sino como comprensivo también de los dirigentes o ex dirigentes sindicales con experiencia, según se desprende de la proposición del propio H. Senador señor Thayer.
Juzgó que la designación por
decreto supremo y el mecanismo de reemplazo de los integrantes del Consejo Resolutivo, por otra parte, completan un vacío, que también debe salvarse con el hecho de que se fija una duración en sus cargos de cuatro años, esto es, la misma extensión del Fondo, pero mientras este último plazo comienza a computarse desde la publicación de la ley, el otro empieza desde que asumen sus cargos, lo que se producirá con posterioridad, y así aparece el contrasentido de que el Consejo tendría mayor duración que el propio Fondo.
El  H.  Senador  señor  Thayer
declaró que, para él, la formación y la capacitación se inscriben en el marco general de la docencia y, en las distintas modalidades que ésta presenta, los programas docentes los elaboran quienes imparten la enseñanza y no los que quieren aprender, sin perjuicio de que éstos tengan participación. Le pareció importante que exista una preferencia del beneficiario, pero en cuanto a que sea el único que pueda presentar proyectos al concurso, o a que necesariamente deba respaldar a cualquier otro ente que lo quiera hacer.
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En cuanto a la integración del
jurado que resolverá ese concurso, hay tres elementos que, a su juicio, deberían constituir bases fundamentales: conocimientos de legislación, conocimientos de economía y experiencia viva del mundo sindical, y esos son los que forman la estructura que propone darle al Consejo.
Consideró   que   el   propio
interesado no puede estar calificando los merecimientos de quienes vayan a recibir los recursos. Por eso no tiene inconvenientes en que los organismos sindicales postulen personas para integrar este Consejo y se escoja a las que sean del caso, porque lo que le interesa es que, llegado el momento, no actúen en representación de un sector interesado.
El H. Senador señor Calderón
afirmó que había esperado las proposiciones del H. Senador señor Thayer porque, si incorporaban elementos de flexibilidad al proyecto, todos los miembros de la Comisión estaban de acuerdo en apoyarlas. Sin embargo, en las ideas que ha planteado no advierte esa característica, y lamentó estar en desacuerdo con varios de los criterios que las sustentan.
Aseguró que es evidente que se
trata de aportes del Estado, que provienen de todos los contribuyentes, pero es precisamente la sociedad la que está interesada en capacitar al movimiento sindical, en hacerlo más moderno y más técnico, como un urgente requerimiento del presente, de la actual economía.
               En relación con los mejores títulos para postular, no discute que las universidades puedan tener
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buenos antecedentes, pero no necesariamente son los mejores, ya que la alta calidad de la educación que ofrecen puede que no se adecué a esta modalidad específica que es la capacitación sindical. Advierte en esta materia una subvaloración de las modalidades de capacitación que han sido generadas por el propio movimiento sindical, toda vez que existen experiencias valiosas, que nacieron como respuesta a esa inquietud de los trabajadores, y en ellas, aún contando con escasos medios, los sindicatos han desarrollado técnicas modernas y acordes con la actividad económica contemporánea.
Señaló   que   nuestro   país
necesita un sindicalismo de mentalidad abierta, y por eso el contenido de los cursos debe ser amplio, y guardar concordancia con esta particular forma de enseñanza de adultos, que no es lo ofrecido habitualmente por las universidades.
Adujo que el carácter temporal
del Fondo, por otro lado, da flexibilidad, porque si la experiencia demuestra que esta regulación es perfeccionable, se podrán hacer los ajustes del caso, considerando que éste deberla ser un mecanismo permanente, ya que es necesario un movimiento sindical en constante capacitación.
Se mostró dispuesto a precisar
más el carácter técnico del Consejo Resolutivo y la objetividad de los parámetros que debe considerar, destacando que la representatividad, que puede ser discutible para algunos, responde a las normas aprobadas en la Ley de centrales sindicales y, si ella cuenta para algunos aspectos, como la suscripción de
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acuerdos marco, también debe ser considerada cuando se trata de la capacitación de los trabajadores.
Expresó su convicción de que
el proyecto satisface las inquietudes del H. Senador señor Thayer, no obstante lo cual no se niega a modificarlo si así se conviene. Terminó llamando a pronunciarse sin atender a prejuicios del pasado, porque las organizaciones sindicales tienen ahora criterios distintos, mucho más amplios, funcionan sobre la base de principios modernos, y esa orientación merece ser respaldada.
El señor Ministro del ramo, en
cuanto a las ideas debatidas, anticipó su opinión en orden a no divisar inconvenientes en que sea la Dirección del Trabajo y no el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo el organismo a quien se le encomienden las funciones referidas en este proyecto de ley.
Aceptó,   asimismo,   que en   materia de nombramiento y reemplazo de los  integrantes del  Consejo  Resolutivo habría  que  establecer  una fórmula  que no está ahora prevista, porque se podrían generar dificultades.
Respecto de  la  sujeción al
control de la Contraloría General de la República, estimó que, atendidas las disposiciones legales que rigen la actividad de esta entidad fiscalizadora, quedaría sometida a él, aunque nada se dijera en el proyecto, el Servicio Nacional de Capacitación y Empleo o la Dirección del Trabajo, en su caso. Empero, no vio obstáculos a establecerlo expresamente, aunque en forma adicional, y no en reemplazo de la norma que establece la obligación 
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de rendir cuenta por parte de los beneficiados con los recursos del fondo y la pérdida del acceso a tales recursos si se hace mal uso de ellos, porque es conveniente mantener estos elementos.





Respecto de la relación entre Instituciones de educación y organizaciones sindicales, reiteró su apreciación de que la disyuntiva es darle el aporte a las personas, de modo de lograr que la oferta tenga que responder a las necesidades de aquéllas, o, por el contrario, entregarle los recursos a quien imparte la capacitación, quien buscará interesados en aceptar su oferta. El Gobierno estima que el poder de iniciativa debe estar en quien va a ocupar el servicio, a fin de que quien lo ofrece tenga que adaptarse a sus necesidades.





Opinó que en este punto no hay una diferencia sustancial entre las posiciones en debate, porque el proyecto contempla la intervención de ambos sectores, el educacional y el sindical, pero en términos de darle voz al usuario en el diseño de los cursos.
                  Estuvo de acuerdo en que las universidades tienen un alto nivel académico, pero reflexionó que, sino se ven obligadas a conseguir el patrocinio de las organizaciones sindicales para sus cursos, no harían una buena capacitación sindical.





El H. Senador señor  Pérez hizo presente que ni siquiera las propuestas del H. Senador señor Thayer satisfacen plenamente sus objeciones. Dijo que, partiendo del hecho de que en Chile existe libertad para sindicarse, si se quiere fomentar la sindicación los recursos deberían invertirse en la enorme cantidad de 
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trabajadores que no están sindicados para que puedan formar estas organizaciones, en vez de excluirlos como postulantes tal como hace este proyecto.
Desde otro punto de vista, se
declaró plenamente de acuerdo con la política de subsidiar o entregar recursos al usuario, pero, en este caso, como se trata de bienes intangibles, surge en alguna medida el problema del sesgo ideológico, que el proyecto no resuelve de manera adecuada.
Hizo hincapié en que, además,
el usuario se confunde, o se puede confundir, con el oferente, si es la propia Central Unitaria de trabajadores -u organismos dependientes o relacionados con ella-, la que entrega la capacitación. Al mismo tiempo, el usuario se confunde con la autoridad, al estar constituido el Consejo Resolutivo en la forma que plantea el proyecto en debate. Subrayó que esta situación es completamente distinta de la que ocurre, por ejemplo, en el caso de los subsidios habitacionales, donde estos tres papeles están definidos con claridad, y, así, la autoridad es el Ministerio del ramo, el oferente es la empresa constructora y los usuarios son los particulares adquirentes. Por último, exteriorizó su deseo de no dilatar el despacho de este proyecto, y dejarlo para resolución de la Sala.
El H. Senador señor Hormazábal
estimó que hay proposiciones que ha planteado en conjunto con los HH. Senadores Calderón y Palza que podrían enriquecer el proyecto, y que, asimismo, de las formuladas por el H. Senador señor Thayer podrían
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recogerse varias, que son relevantes. Consideró que estos lineamientos permitirán a la Sala pronunciarse con un juicio más fundado sobre esta iniciativa.
El señor Ministro del Trabajo
y Previsión Social quedó de estudiar con mayor profundidad los elementos de juicio debatidos en la Comisión, comprometiéndose a reflejar las conclusiones a que llegue en una indicación que propondrá a S.E. el Presidente de la República, en términos de que pueda ser conocida por la Sala del Senado durante la discusión general de la iniciativa.
En  mérito  de  lo  expuesto
precedentemente, vuestra Comisión acordó manifestaros que no tiene proposiciones que formular diferentes de las ya consignadas en el informe de fecha 9 de octubre pasado, sin perjuicio de las indicaciones que el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social anunció que serán presentadas durante la discusión general de este proyecto de ley.
Acordado     en     sesiones
celebradas los días 11, 18 y 24 de noviembre de 1992, con la asistencia de los HH. Senadores señores Humberto Palza Corvacho (Presidente), Rolando
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Calderón Aránguiz, Ricardo Hormazábal Sánchez, Ignacio Pérez Walker y William Thayer Arteaga.
Sala de la Comisión, a 24 de
noviembre de 1992.
JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA Secretario
